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RESUMEN

La autora del presente artículo analiza una
técnica de actualidad y de suma relevancia en
el Derecho comunitario europeo y en el or-
denamiento de los Estados miembros (en
particular, en España), denominada “obliga-
ción especial de servicio esencial”, que se
impone o se establece de manera singulari-
zada (es decir, individual) por los Poderes
públicos para garantizar la protección de los
derechos de los usuarios de los servicios esen-
ciales y la de los ciudadanos en general, así
como el cumplimiento de los fines del Esta-
do y el libre juego de la competencia. En
efecto, como viene reconociéndose de ma-
nera unánime por la doctrina, la liberaliza-
ción de los servicios esenciales económicos
en red, la desaparición del “servicio público”,
como fórmula de organización y gestión (una
fórmula caracterizada por la reserva de la ti-
tularidad de dichos servicios a los Poderes pú-
blicos), no debe comportar restricción alguna
de los derechos de los usuarios, ni debe su-
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poner el abandono de los logros sociales al-
canzados a lo largo de los años en cumpli-
miento de la cláusula constitucional del
Estado social y democrático de Derecho. En
resumen, la principal aportación de la técni-
ca aquí analizada es que impide que se aso-
cie la liberalización de los servicios en
cuestión a una simple desregulación que im-
plique la aparición de prácticas comerciales
destinadas a excluir todo tipo de concurren-
cia. Además, tiene el mérito de demostrar que
el servicio público propiamente dicho no es
la única respuesta para satisfacer las necesi-
dades individuales y colectivas de nuestras
sociedades.

Estas obligaciones consisten en prestaciones
activas o pasivas que los operadores econó-
micos no asumirían si consideraran su pro-
pio interés comercial y financiero, en cuanto
comportan un sacrificio especial, en el sen-
tido de manifiestamente ajeno al contenido
normal de la libertad de empresa del opera-
dor afectado. Más precisamente, las activi-
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dades en que consisten dichas obligaciones
tienen un carácter deficitario, lo que impli-
ca que no puedan establecerse o imponerse
sin una justa contraprestación económica.
Por lo que se refiere a su contenido, como
se explica en el artículo, algunas van desti-
nadas a asegurar el libre juego de la compe-
tencia, otras tienen por objeto el fomento
del uso de nuevas tecnologías, otras preten-
den asegurar la garantía de los principios de
universidad, continuidad o regularidad de
los servicios prestados a los ciudadanos, etc.

Con el fin de esclarecer el alcance de dicha
técnica y para facilitar su aplicación por los
Poderes públicos nacionales, en un contex-
to marcado por las frecuentes confusiones
legislativas, el artículo pretende estudiar su
concepto (positivo y negativo) y su natura-
leza, sus posibles contenidos y los medios
con que se establecen o imponen por la
Administración en el marco de su misión de
regulación y control de las actividades
económicas liberalizadas.

ABSTRACT

The author of the present article analyzes a very
important technique in the European Community Law
and in the Member States’ Law (particularly, in
Spain), called “special obligation of essential
utilities”, that is imposed or is established in a singu-
lar (that is to say, individual) way by the public
authorities in order to guarantee the protection of the
rights of the essential utilities users and the citizens
in general, as well as the fulfillment of the aims of the
State and the free and fair competition. Actually, as
it comes being recognized in a unanimous way by the
doctrine, the liberalization of the economic essential
utilities in network, the disappearance of the “public
utility”, as formula of organization and management
(a formula characterized by the reserve of the
ownership of these services to the public authorities),
should not implicate any restriction of the users’
rights, neither should imply the abandonment of the

social achievements reached in accordance with the
constitutional clause of the democratic and social
State of right. All in all, the main contribution of the
technique here analyzed is that it prevents the
liberalization of the essential utilities from being
assimilated with a simple deregulation that induces
the apparition of commercial practices destined to
exclude all kind of competition. It is besides useful for
demostrating that the “public utility” is not the only
response to satisfy the collective and individual needs
of our societies.

These obligations consist in active or passive duties
that the economic operators would not assume if they
considered their own financial and commercial
interest, as soon as these duties imply a special
sacrifice, in the sense that they cannot be considered
as normal burdens to the operator’s freedom of trade.
More exactly, the activities in which these obligations
consist have a negative character that implies that
they cannot be established without a fair economic
compensation for the operator. As regards their
content, as it is explained in the article, some of these
obligations are established in order to protect the free
competition, others intend to promote the use of new
technologies, others try to guarantee the principles of
universality, continuity or regularity of the essential
utilities, etc.

In order to clarify the scope of this technique and to
make easier its application by the national authorities,
in a context marked by the frequent legislative
confusions, the article intends to study its (positive
and negative) concept and its nature, its possible
contents and the way in which it is established or
imposed by the public administration in the
framework of their mission of regulation and control
of the deregulated economic activities.

INTRODUCCIÓN

Como viene reconociéndose de manera
unánime en la doctrina española, la desa-
parición del “servicio público”, como fór-
mula de organización y gestión de
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determinados servicios esenciales económi-
cos en red (una fórmula caracterizada,
como resulta suficientemente conocido,
por la reserva de la titularidad de dichos
servicios a los Poderes públicos), no debe
comportar restricción alguna de los dere-
chos de los usuarios, ni debe suponer el
abandono de los logros sociales alcanzados
a lo largo de los años en cumplimiento de
la cláusula constitucional del Estado social
y democrático de Derecho (art. 1.1 Cons-
titución española de 1978). Por el contra-
rio, los Poderes públicos siguen teniendo
importantes cometidos de regulación, de
intervención y de control sobre las activi-
dades y sobre los operadores que asumen un
papel en dicho campo. Más precisamente,
el ordenamiento jurídico les encomienda la
irrenunciable misión de establecer las exi-
gencias y los mecanismos destinados a ga-
rantizar eficazmente la protección de los
derechos e intereses legítimos susceptibles
de verse afectados, así como el cumplimien-
to de los fines del Estado, tomando en de-
bida cuenta, claro está, las circunstancias
sociales, económicas, culturales, medioam-
bientales, tecnológicas, etc., de una socie-
dad avanzada1. Es más, precisamente
porque nos encontramos antes servicios
considerados como esenciales (telecomuni-
caciones, energía, transportes, servicios
postales, etc.)2 –con todo lo que implica
dicha calificación desde la perspectiva de la
garantía de su prestación–, la regulación y
la intervención administrativa serán aquí
particularmente intensas e incisivas.

El desarrollo de tales premisas gira al-
rededor de una distinción básica y capital
entre los dos tipos de límites, condiciona-
0mientos u obligaciones que se imponen a
los operadores de los servicios objeto de
nuestro estudio: los generales y los especiales.

Sobre la base de esta distinción (que iremos
precisando a lo largo del presente estudio),
nos ha parecido interesante detenernos en
la segunda categoría de técnicas, mediante
el análisis detenido de tres aspectos básicos:
su concepto, naturaleza y presupuestos le-
gales (II), su contenido (III) y su estableci-
miento o imposición por la Administración
Pública (IV).

I. SU CONCEPTO, NATURALEZA

Y PRESUPUESTOS LEGALES

A. Su concepto

La delimitación conceptual de los límites y
condicionamientos aquí contemplados gira
en torno a dos perspectivas definitorias: una
positiva (a) y otra negativa (b).

1. Su definición positiva

La vertiente gravosa de la nueva regulación
de los servicios esenciales económicos en
red no descansa únicamente en el estable-
cimiento de límites y condicionamientos
comunes, ordinarios e inherentes a la libertad
de empresa de los operadores3. Las garan-
tías proporcionadas por dichas sujeciones
no bastan por sí solas para asegurar la com-
pleta satisfacción de los intereses invo-
lucrados en estos sectores. En realidad, la
adecuada regulación de los servicios aquí
analizados requiere que el estatuto legal de
los operadores incluya también ciertos de-
beres especiales que, en la mayoría de los
supuestos, afectarán tan solo a alguna o al-
gunas empresas.

El título del presente trabajo desvela sin
más detalles la denominación técnica que
el ordenamiento reserva a tales situaciones
pasivas: “obligaciones especiales de servicio
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esencial”. En desarrollo de lo que acabamos
de explicar, cabría definir estas obligacio-
nes como aquellas que se establecen de
manera singularizada con la finalidad prin-
cipal de garantizar la generalidad y la con-
tinuidad del servicio correspondiente o el
libre juego de la competencia, y que con-
sisten en prestaciones activas o pasivas que
los operadores no asumirían, o no lo harían
en la misma medida ni en las mismas con-
diciones, si consideraran su propio interés
comercial y financiero4.

Como precisa MARTÍNEZ LÓPEZ-MUÑIZ,
dichas obligaciones se llaman comúnmen-
te también “de servicio público” porque la
mayoría de ellas, como veremos, se desti-
nan directa o indirectamente a satisfacer
necesidades públicas o colectivas de grupos
que carecen de la capacidad o de la posibi-
lidad de retribuir con sus propios medios las
prestaciones de que se trate5. Precisamen-
te por ello decíamos antes que los operado-
res no las asumirían si, a la hora de decidir
acerca de su cumplimiento, se dejaran guiar
únicamente por los criterios del mercado y
por los cánones normales de rentabilidad
financiera y económica6.

Estamos aquí, como fácilmente se pue-
de comprobar, ante una técnica de suma
importancia en la nueva regulación de los
servicios esenciales económicos en red. Su
principal aportación es que impide que se
asocie la liberalización de los servicios en
cuestión al abandono de ciertos cometidos
sociales irrenunciables, o a una simple
desregulación que implique la aparición de
prácticas comerciales destinadas a excluir
todo tipo de concurrencia7. Además, tiene el
mérito de demostrar que el servicio público
propiamente dicho no es la única respuesta
para satisfacer las necesidades individuales y
colectivas de nuestra sociedad8.

2. Su definición negativa: distinción
respecto a las obligaciones generales

La definición positiva de las obligaciones
especiales de servicio esencial es útil pero in-
suficiente. Tenemos que determinar ahora
en qué aspectos se diferencian estas obliga-
ciones especiales de las que hemos calificado
de generales al inicio del presente trabajo.
Tendremos ocasión de comprobar que re-
sulta capital llevar a cabo dicha separación
con la máxima claridad posible. Pero la le-
tra de la ley no nos ayudará mucho en tal
tarea. No solamente el ordenamiento no
proporciona prácticamente ningún criterio
susceptible de orientarnos, sino que ade-
más, algunas veces, como veremos, incurre
en una cierta confusión9.

La diferenciación de la que hablamos es
tan importante como difícil de llevar a cabo.
El principal obstáculo es que no sirven aquí
los criterios tradicionales de clasificación y
distinción de las situaciones subjetivas de
los particulares. En efecto, las obligaciones
generales y las obligaciones especiales de ser-
vicio esencial pueden tener el mismo conte-
nido u objeto. Puede tratarse, por ejemplo,
de prestar el servicio en condiciones de
gratuidad o de precio reducido a determi-
nadas personas. Puede tratarse asimismo,
como veremos más adelante, de hacer lle-
gar la prestación del servicio hasta cualquier
zona de un determinado sector a precio li-
mitado o, también, de permitir el acceso a
la red de todos los operadores; etc. En re-
sumen, el cumplimiento de los principios
propios del servicio esencial y de la libre
competencia no es objeto exclusivo de uno
u otro tipo de obligaciones. Una manifes-
tación clara de todo ello es que el concep-
to genérico de “obligaciones de servicio
universal” hace referencia tanto a obligacio-
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nes generales como a obligaciones especiales de
servicio esencial.

En realidad, la clave de la distinción se
sitúa en dos aspectos: el número de opera-
dores afectados y, sobre todo, el carácter
común o anormal de la prestación impues-
ta en relación con la libertad de empresa de
los operadores.

Por un lado, si las obligaciones se im-
ponen solamente a determinados operado-
res –y no a todos aquellos que se encuentren
en circunstancias similares–, se trata sin
duda alguna de obligaciones especiales de
servicio esencial10. El carácter especial se
deriva de la singularidad y de la presencia
de una carga individualizada. Las obligacio-
nes que denominamos generales, en cambio,
se aplican por igual a todos los operadores
que actúan en el mismo tipo de servicio. Sin
embargo, hemos de señalar aquí que el he-
cho de que unas obligaciones se impongan
al conjunto de los operadores no significa
necesariamente que no puedan clasificarse
en la modalidad de las obligaciones especia-
les de servicio esencial. Como precisa
MARTÍNEZ LÓPEZ-MUÑIZ, la naturaleza “es-
pecial” de una obligación se opone sobre
todo a su carácter común, normal u ordina-
rio, es decir, en suma, inherente a la liber-
tad a que grave11. Así las cosas, por otro
lado, podrán considerarse como especiales
todas aquellas obligaciones que comporten
un sacrificio especial (una carga “no equi-
tativa”, “injusta” o “injustificada”, según los
términos utilizados por la legislación espa-
ñola) en el sentido de manifiestamente aje-
no al contenido normal de la libertad de
empresa del operador afectado. Por el con-
trario, las obligaciones generales delimitan las
condiciones de ejercicio de la actividad con
alcance general y sin alterar esencialmente
el régimen económico de las prestaciones

que comporte, por lo que son exigibles ra-
zonablemente como cargas connaturales o
intrínsecas a la libertad de empresa y a sus
diversas manifestaciones (como “límite
dado por la propia naturaleza de la libertad
de empresa”, en palabras del Tribunal Cons-
titucional español12), es decir, como cargas
perfectamente integrables en la gestión del
servicio sin que ésta deje de ser económi-
camente rentable.

Como se desprende de lo que hemos
explicado antes, el dato del carácter defici-
tario de la actividad o de la desventaja com-
petitiva provocada por la obligación reviste
aquí un gran utilidad. Se puede incluso afir-
mar que la delimitación, necesariamente
casuística, de las obligaciones aquí analiza-
das (al menos de aquellas que se destinan a
garantizar el principio de universalidad en
la prestación del servicio esencial) tiene
como punto de referencia dicho dato.

Si hemos atribuido tanta importancia a
la distinción entre las obligaciones especia-
les de servicio esencial y las obligaciones
generales de policía que se imponen a los
operadores de los servicios esenciales eco-
nómicos en red, no es desde luego por puro
empeño teórico. Como vamos a poder
comprobar a renglón seguido, al logro de
esta distinción se encuentran supeditados
nada menos que la seguridad jurídica y el
justo trato de las empresas afectadas.

B. Su naturaleza ablatoria

La distinción de la que hablamos es tan re-
levante para los intereses de los operadores
por la simple razón de que las obligaciones
especiales de servicio esencial, a diferencia de
los límites y condicionamientos generales
que forman parte de la regulación propia de
la policía propiamente dicha13, no pueden
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establecerse o imponerse sin una justa
contraprestación económica. En efecto, su
naturaleza ablatoria es evidente14. Dicho
con otras palabras, no resultaría equitativo
obligar a los operadores sometidos a dichas
obligaciones a internalizar la desventaja
competitiva y los costes provocados direc-
ta o indirectamente por el cumplimiento de
prestaciones inevitablemente deficitarias o
contrarias a la lógica empresarial interna.
Volveremos más adelante sobre los meca-
nismos a través de los cuales se hace efecti-
va dicha compensación económica.

Una vez definidas –positiva y negativa-
mente– las obligaciones especiales de servi-
cio esencial y una vez analizada su
naturaleza, hemos de estudiar ahora los
principios y reglas a los que obedece su es-
tablecimiento.

C. Requisitos de su imposición
o establecimiento

Los requisitos que condicionan la imposi-
ción o el establecimiento de las obligacio-
nes especiales de servicio esencial se plasman
en el principio de reserva de ley (a) y en los
principios “pro libertate” y de proporcionali-
dad (b).

1. El principio de reserva de ley

Al igual que las obligaciones generales de
servicio esencial, esto es, los límites y
condicionamientos generales de policía que
ordenan la libertad de empresa de los ope-
radores (tanto los que se imponen en cuanto
condicionamientos previos al inicio de la
actividad, como los que ordenan directa-
mente su ejercicio), las obligaciones especia-
les de servicio esencial sólo pueden
establecerse mediante ley. Ello significa que

el reglamento sólo puede desempeñar un
papel secundario y accesorio de pormeno-
rización o desarrollo de los mandatos lega-
les, en lo estrictamente indispensable para
optimizar el cumplimiento de éstos y para
asegurar su correcta aplicación y su plena
efectividad. En otras palabras, el legislador
no puede abdicar de su competencia, esto
es, no puede habilitar al reglamento para
imponer ex novo deberes y cargas a los ope-
radores, sino que ha de abordar por sí mis-
mo el núcleo esencial de la regulación de los
servicios esenciales económicos en red, de
modo que las remisiones que haga a la po-
testad reglamentaria de la Administración
no impliquen un abandono de la ordena-
ción de dicho núcleo. La ley ha de reservar
al reglamento, en suma, un campo de actua-
ción que se limita al desarrollo y a la ejecu-
ción de su contenido. Estas afirmaciones
encuentran un fundamento de gran peso en
una exigencia prevista al más alto nivel
normativo. En efecto, el artículo 53.1 de la
propia Constitución española (que debe
considerarse aplicable a todos los límites y
condicionamientos de la libertad de empre-
sa del artículo 38, no solamente a los que
se enmarcan en la actividad general de po-
licía) estipula que “Sólo por ley, que en todo
caso deberá respetar su contenido esencial,
podrá regularse el ejercicio” [...] “de los
derechos y libertades reconocidos en el
capítulo II del presente título”.

2. Los principios “pro libertate”
y de proporcionalidad

Como es evidente, las obligaciones especia-
les que se imponen a los operadores inciden
sobre ámbitos reconocidos como propios
de la libertad. La consecuencia lógica es
que, al igual que las obligaciones generales,
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han de justificarse en motivos proporciona-
dos e interpretarse y aplicarse con arreglo
a ciertos principios encaminados a facilitar
el máximo despliegue posible de la libertad
y de sus condicionamientos intrínsecos en
el contexto de los servicios esenciales: la
competencia y el mercado.

En resumen, cabe afirmar que la Admi-
nistración debe elegir el tipo de obligación
especial que menos obstaculice o restrinja la
iniciativa y los derechos de los operadores
y, una vez cumplido este requisito, ha de
restringir el alcance de la medida gravosa a
lo estrictamente necesario e imprescindible
para garantizar los intereses sociales impli-
cados en los sectores correspondientes15.
En definitiva, la necesidad de alcanzar de-
terminados objetivos propios del Estado
social no debe disminuir la importancia fun-
damental que, en materia económica, ha de
otorgarse a los principios del Estado de
Derecho que son los principios pro libertate
o favor libertatis y de proporcionalidad16,
principios generales que, en consonancia
con el espíritu de la nueva regulación de los
servicios esenciales económicos en red y de
acuerdo con el tratamiento constitucional
de la libertad de empresa, ordenan la inter-
vención de la Administración pública.

Estudiadas las exigencias a las que se
somete la imposición de las obligaciones
especiales de servicio esencial, hemos de
abordar ahora el tema de su contenido.

II. SU CONTENIDO

El contenido de las obligaciones especiales de
servicio esencial puede estudiarse a través
de la finalidad perseguida mediante su es-
tablecimiento. De acuerdo con este crite-
rio, podemos distinguir las obligaciones
especiales de servicio esencial destinadas a

asegurar el libre juego de la competencia (1)
de aquellas destinadas a garantizar el prin-
cipio de universalidad (2) y, finalmente, de
aquellas que responden a necesidades más
diversas o específicas a cada uno de los ser-
vicios (3).

A. Obligaciones destinadas a asegurar
el libre juego de la competencia

Las obligaciones especiales de servicio esen-
cial destinadas a asegurar el libre juego de
la competencia tienen un campo de actua-
ción claramente delimitado. En efecto,
afectan esencialmente a los titulares de re-
des e instalaciones de infraestructuras y les
imponen el deber de facilitar el acceso de
los demás operadores a dichas redes e ins-
talaciones en condiciones objetivamente
neutrales, no discriminatorias y transparen-
tes. Como señala MARTÍNEZ LÓPEZ-MUÑIZ,
las obligaciones especiales de servicio esen-
cial de este tipo constituyen un “punto clave
para garantizar unas correctas condiciones
de competencia” en los servicios esenciales
económicos en red17.

B. Obligaciones destinadas a garantizar
el principio de universalidad

Las obligaciones a las que aquí se hace re-
ferencia imponen a los operadores –en prin-
cipio dominantes– la carga de atender
determinadas capas sociales o ciertos espa-
cios geográficos (piénsese en los menos
poblados18) en los que, por diversas razo-
nes, no resultaría suficientemente rentable
prestar el correspondiente servicio esencial
o en los que sería conveniente aplicar pre-
cios más elevados que los que se fijan por
la Administración pública (excesivamente
elevados en relación con la capacidad de
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pago de los usuarios), para cubrir y com-
pensar los costes originados por la presta-
ción19.

Al igual que las obligaciones que se es-
tudian en el apartado anterior (aquellas
destinadas a asegurar el libre juego de la
competencia), las que estamos examinando
aquí presentan una similitud de contenido
con otras obligaciones previstas por el or-
denamiento, pero que hemos calificado de
generales. Como ya hemos advertido, no
hay en ello nada anormal o extraordinario.
Más precisamente, la garantía de la univer-
salidad del servicio no constituye un rasgo
exclusivo de las obligaciones especiales de
servicio esencial. Hemos de recordar, utili-
zando las palabras de MARTÍNEZ LÓPEZ-
MUÑIZ, que “esa universalidad puede ser
perfectamente integrable como obligación
común y general exigible a todos los ope-
radores por igual, sin derecho a compensa-
ción alguna”20.

C. Otras obligaciones especiales
de servicio esencial

Cabe distinguir aquí las obligaciones espe-
ciales de servicio esencial destinadas a garan-
tizar la realización de prestaciones
específicas a cada uno de los servicios (a) de
aquellas otras cuya imposición responde a
necesidades de la defensa nacional o de la
seguridad pública, de continuidad y regu-
laridad del servicio, de cohesión territorial
y de uso de nuevas tecnologías (b).

1. Obligaciones destinadas a garantizar la
realización de prestaciones específicas a cada
uno de los servicios

Además de las obligaciones especiales –estu-
diadas en los apartados anteriores– que po-

dríamos calificar de “comunes”21 a la mayo-
ría de los servicios esenciales en red, el or-
denamiento permite a la Administración
establecer otras con el fin de asegurar la rea-
lización de prestaciones propias y específi-
cas a cada uno de los sectores analizados.

Como es evidente, no podemos pasar
revista a todos y cada uno de los servicios
que conforman el objeto de tales obligacio-
nes. Ello nos obligaría a elaborar una des-
cripción con un alto grado de detalle y
tecnicismo que no resultaría realmente pro-
vechosa desde un punto de vista sistemáti-
co. Hemos optado, en cambio, por dar una
muestra de este tipo de obligaciones a tra-
vés de un ejemplo que pertenece al sector
de las telecomunicaciones. Más precisa-
mente, el artículo 41.2 de la Ley 11/1998,
de 24 de abril, General de Telecomunica-
ciones, contempla la posibilidad de que la
Administración obligue a determinados
operadores a prestar diversos servicios: ser-
vicios de líneas susceptibles de arrenda-
miento o de transmisión de datos, los
avanzados de telefonía disponible al públi-
co, los de red digital de servicios integra-
dos y los que faciliten la comunicación
entre determinados colectivos que se en-
cuentren en circunstancias especiales y es-
tén insuficientemente atendidos y, en
especial, los de correspondencia pública
marítima, con la finalidad de garantizar la
suficiencia de su oferta (artículo 40.2.b)22.

2. Obligaciones cuya imposición responde
a necesidades de la defensa nacional o de la
seguridad pública, de continuidad y
regularidad del servicio, de cohesión
territorial y de uso de nuevas tecnologías

Como se desprende del título del presente
apartado, las diferentes leyes reguladoras de
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los servicios esenciales económicos en red
contemplan otras obligaciones especiales de
servicio esencial que la Administración
podría imponer por los motivos menciona-
dos23. Sin embargo, las leyes no suelen pre-
cisar el contenido exacto de dichas
obligaciones, sino que remiten al poder
reglamentario su determinación exacta así
como la fijación del procedimiento de im-
posición a los operadores.

III. SU ESTABLECIMIENTO O IMPOSICIÓN

POR LA ADMINISTRACIÓN

En la fase de aplicación de los mandatos
normativos, el ordenamiento suele ofrecer
dos alternativas a la Administración24. Más
precisamente, las obligaciones especiales de
servicio esencial pueden establecerse me-
diante contratación voluntaria con los ope-
radores correspondientes (a)25 o imponerse
de manera unilateral por el órgano compe-
tente, siempre a cambio de la justa compen-
sación económica. Cabe también la
posibilidad de que el ordenamiento opte de
antemano por una de las dos alternativas26.

A. Establecimiento de las obligaciones
mediante contrato

Cuando la obligación especial de servicio
esencial se establece a través de un contra-
to (el cual, en principio, deberá adjudicar-
se como acto final de un procedimiento de
concurrencia competitiva), la dinámica de
su cumplimiento se enmarca en una relación
sinalagmática cuya estructura se descompo-
ne, por un lado, en una obligación de ha-
cer (la de realizar una prestación) o de no
hacer (por ejemplo, la de no repercutir en
los usuarios el coste deficitario de la pres-
tación) a cargo del operador y, por otro

lado, en la correlativa obligación de finan-
ciación o reembolso de la Administración.
En el ordenamiento comunitario, estos con-
tratos aparecen regulados bajo el nombre
de “contrato de servicio público”27.

En relación con la cuestión de su natu-
raleza, podemos empezar por afirmar, evi-
tando el error de acoger con un exceso de
conformismo la terminología utilizada por
el Derecho comunitario, que dichos contra-
tos no son reconducibles a la figura cono-
cida en el ordenamiento español como
“contrato administrativo de gestión de ser-
vicios públicos”28. En efecto, si bien se tra-
ta también de una especie del género de los
contratos administrativos (al igual que el
antes mencionado “contrato de gestión de
servicios públicos”)29, hemos de advertir
que estamos ante un contrato de atribución,
no de colaboración30. En otras palabras, el
objeto del contrato a través del cual se
instrumentan las obligaciones especiales de
servicio esencial viene constituido por una
prestación de la Administración a un admi-
nistrado (en la mayoría de los supuestos,
como precisa MARTÍNEZ LÓPEZ-MUÑIZ, “una
prestación financiera con la que la Adminis-
tración se subroga en el lugar de unos usua-
rios en el pago de todo o parte del servicio
que éstos, sólo merced a ello, pueden per-
cibir y que su gestor se obliga a prestarles
al contar con la seguridad de esa financia-
ción”31), no por una prestación de un admi-
nistrado a la Administración (como ocurre,
en cambio, en los contratos de gestión de
los servicios públicos).

En realidad, los contratos a través de los
cuales se instrumentan las obligaciones es-
peciales de servicio esencial encajan en la
categoría (difusa, hay que reconocerlo) de
los contratos de financiación de servicios
“en favor de tercero”32, como pactos cuyo
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objeto consiste en la realización por una
empresa (la del operador que celebra el
contrato con la Administración) de ciertas
prestaciones que se destinan a satisfacer
necesidades de terceros33.

Además, la otra diferencia esencial que
nos impide clasificar los contratos a través
de los cuales se establecen las obligaciones
especiales de servicio esencial en la categoría
de los “contratos de gestión de servicios
públicos” es que los servicios esenciales
económicos en red correspondientes ya no
están reservados a la titularidad pública (ya
no constituyen servicios públicos en senti-
do estricto), sino que han sido devueltos a
la libre iniciativa de los operadores priva-
dos.

B. Imposición unilateral de las
obligaciones (sobre la inadecuación
de la autorización administrativa
como marco de imposición)

La imposición unilateral de las obligaciones
especiales de servicio esencial, como segun-
da modalidad, no requiere excesivas expli-
caciones. Sí nos parece importante señalar,
siguiendo en ello una importante adverten-
cia formulada por el profesor MARTÍNEZ

LÓPEZ-MUÑIZ, que la autorización adminis-
trativa que permite al operador prestar el
servicio correspondiente no constituye el
marco adecuado para instrumentar dicha
imposición gravosa, lo que nos lleva a adop-
tar una postura crítica frente a algunos pre-
ceptos de la nueva regulación española de
los servicios esenciales económicos en
red34. En efecto, como afirma el autor cita-
do, las obligaciones especiales de servicio
esencial “deben separarse del condicionado
de las autorizaciones [...] o de las licencias,
porque de él sólo deben formar parte las

exigencias comunes o generales que derivan
del ordenamiento para las actividades o
servicios autorizados, o las que, con crite-
rios de igualdad y razonabilidad (propor-
cionalidad), permitan en su caso adicionar
a la Administración autorizante la norma-
tiva aplicable”35. En realidad, añade
MARTÍNEZ LÓPEZ-MUÑIZ, “las autorizaciones
y licencias sólo son medios de control pre-
ventivo del acomodo de un proyecto de
actuación o gestión a la legalidad
preestablecida [...] No es nunca ni debe
poder ser un [...] medio de imposición de
obligaciones especiales que pueda exigir la
utilidad pública o el interés social, o en
concreto la debida garantía del servicio
esencial para determinados ciudadanos sin
capacidad suficiente de acceso a él en las
condiciones comunes que deriven de su
regulación”36.

C. Su financiación

Como hemos explicado antes, las obliga-
ciones especiales de servicio esencial no
pueden instrumentarse sin la debida com-
pensación económica en favor del operador
o de los operadores afectados, tanto si se
imponen de manera unilateral como si se
establecen a través de un contrato. En efec-
to, como explica MARTÍNEZ LÓPEZ-MUÑIZ,
“el sujeto que asume la obligación de llevar
a cabo la correspondiente prestación, no
tiene por qué asumir en justicia su financia-
ción: imponerle una y otra atentaría dere-
chamente contra el principio de igualdad
ante las cargas públicas, que es fundamen-
tal en un Esta-do de Derecho y tiene rango
constitucional en España”37. No hace falta
insistir en ello; ya hemos tenido ocasión de
subrayar la naturaleza ablatoria de dichas
obligaciones.
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Esta financiación puede analizarse a tra-
vés de su contenido (a), de su origen y ges-
tión (b), de sus reglas de atribución (c) y de
su naturaleza (d).

1. Contenido de la financiación

En principio, la financiación de las obliga-
ciones especiales de servicio esencial revesti-
rá la forma de una aportación económica
directa a los operadores afectados. Sin em-
bargo, algunas leyes contemplan la posibi-
lidad de compensar los costes derivados del
cumplimiento de dichas obligaciones me-
diante la atribución a los operadores de
derechos especiales (esto es, por ejemplo,
la condición de beneficiario en los proce-
dimientos de expropiación forzosa, la exen-
ción de tributos, etc.)38 o exclusivos (como,
por ejemplo, la reserva de servicios)39.

2. Origen y gestión de la financiación

Cabe distinguir aquí la cuestión de la pro-
cedencia de la financiación (a’) de la de su
gestión (b’).

a. Su procedencia

La aportación pública destinada a compen-
sar la imposición o el establecimiento de las
obligaciones especiales de servicio esencial
puede proceder –aparte de la modalidad,
muy residual, de las donaciones– de tres
fuentes distintas40. Según los sectores y los
servicios, el ordenamiento las enumera (de-
jando a la Administración la libertad de ele-
gir por vía reglamentaria) o privilegia la
utilización de alguna(s) de ellas41.

1. En primer lugar, la aportación públi-
ca puede proceder de los ingresos deriva-
dos del pago de tasas por las personas a

cuyo favor se realice la prestación, es decir,
esencialmente, los consumidores o usua-
rios42’’.

2. La segunda modalidad es la de la
redistribución interna de la financiación
dentro del sector a través del mecanismo de
los fondos afectados. Más precisamente,
cabe que el coste neto de las obligaciones
especiales de servicio esencial sea puesto
específicamente a cargo del conjunto de los
operadores (no afectados por tales obliga-
ciones) del sector correspondiente43 de for-
ma proporcional, objetiva y transparente44.

En realidad, esta modalidad presenta
una estrecha relación con la anterior. Ello
es así porque los operadores que han de
soportar la financiación de las obligaciones
especiales de servicio esencial (lo que se con-
creta, por cierto, en el pago de tasas por el
otorgamiento de las autorizaciones respec-
tivas o por el simple ejercicio de la activi-
dad45) repercutirán lógicamente la carga
económica correspondiente en los usuarios
de los servicios en cuestión. Al fin y al cabo,
por tanto, aunque por otra vía, será también
aquí el conjunto de los usuarios (“en función
de su capacidad de pago, expresada ahora
a través de su capacidad de consumo o uso
de tales servicios”46) quien sufrague el cos-
te de las obligaciones.

3. En tercer lugar, finalmente, la finan-
ciación de las obligaciones especiales de ser-
vicio esencial puede proceder de los
Presupuestos Generales del Estado, es de-
cir, en otras palabras, puede ponerse a car-
go del esfuerzo fiscal general de la
colectividad47.

b. Su gestión

En relación con el tema de la gestión de la
financiación destinada a compensar las
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obligaciones especiales de servicio esencial no
hay mucho que decir, al menos desde una
perspectiva genérica. Simplemente cabe
subrayar que dicha función viene asegura-
da por lo que el ordenamiento jurídico es-
pañol llama un “Fondo de Compensación”
(por ejemplo, el “Fondo de Compensación
del Servicio Postal Universal”48 o el “Fon-
do de Compensación del servicio universal
de telecomunicaciones49) cuya gestión se
encomienda a la propia Administración50.

3. Reglas de atribución de la financiación
(su establecimiento, cálculo y desaparición)

a. Como hemos explicado algunas páginas
atrás, no todas las exigencias que se imponen
a los operadores de los servicios esenciales
económicos en red pueden considerarse
como obligaciones especiales de servicio esen-
cial, es decir, no todos los límites y condi-
cionamientos que gravan su actividad
merecen una compensación económica. En
realidad, como también hemos explicado, la
financiación pública de la obligación apare-
ce cuando la realización de la prestación
correspondiente implica una desventaja para
el operador afectado, en principio porque la
carga que comporta excede de los límites
normales de la libertad de empresa51.

La clave reside aquí en saber cuándo
esto ocurre, es decir, en definitiva, cuándo
la obligación impuesta tiene naturaleza
ablatoria (en otras palabras, cuándo aparece
la desventaja económica). Como es eviden-
te, no podemos entrar en una descripción
detallada de los mecanismos financieros y
contables que permiten determinarlo. Su-
brayaremos simplemente que el ordena-
miento suele establecer como punto de
referencia el parámetro del ahorro neto que
el operador afectado conseguiría si no tu-

viese que cumplir la obligación de servicio
esencial. Dicho ahorro neto se calculará
tomando en cuenta el coste que implica
suministrar el servicio o realizar la presta-
ción. A estos efectos, se deberá tener pre-
sente en el cálculo del coste neto, por un
lado, el coste incremental en que el opera-
dor incurriría al suministrar el servicio o al
realizar la prestación, en condiciones no
rentables y, por otro lado, los ingresos de-
rivados de dicha actividad y los beneficios
intangibles asociados a la universalidad del
servicio52.

La regla común es que la determinación
del coste neto antes mencionado se reali-
zará por el propio operador. En tal supues-
to, la Administración habrá de aprobar el
resultado del cálculo, previa auditoría rea-
lizada por ella misma o por la entidad que,
a estos efectos, se designe. Sin embargo,
cabe también la posibilidad de que la Ad-
ministración realice ella misma el cálculo o
encomiende su realización, sin intervención
previa del operador.

En todo caso, tanto el resultado del cál-
culo del coste neto de la prestación, como
las conclusiones de la auditoría, deberán
ponerse a disposición de los operadores del
sector que contribuyan a la financiación de
las obligaciones especiales de servicio esen-
cial en cuestión, previa solicitud de éstos,
en los términos que se establezcan
reglamentariamente y garantizando el se-
creto comercial e industrial.

b. Una vez determinada la necesidad de
compensar económicamente el cumpli-
miento de la obligación de servicio esencial,
la Administración que asume la gestión del
Fondo de Compensación deberá entregar al
operador afectado la cuantía necesaria par
cubrir el coste neto al que antes hemos
hecho referencia.
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Como es evidente, este mecanismo de
financiación se mantendrá en vigor mien-
tras sea necesario. Hay que entender con
ello que dicha financiación habrá de des-
aparecer cuando resulte que el servicio
correspondiente se está prestando en com-
petencia, en condiciones de precio, cober-
tura y calidad similares a aquéllas en que el
operador designado debe prestarlo53, o
cuando resulte que la prestación no genera
un coste neto o que el coste neto vincula-
do a su cumplimiento no supone una des-
ventaja competitiva para dicho operador54.

4. Naturaleza de la financiación

Es común afirmar que las aportaciones fi-
nancieras dirigidas a compensar las obliga-
ciones especiales de servicio esencial
constituyen ayudas públicas55. El propio
concepto de obligación de servicio públi-
co nació, como ya estudiamos con anterio-
ridad, en el marco del Tratado constitutivo
de la Comunidad Europea (art. 73) para
legitimar la utilización de determinados ti-
pos de “ayudas públicas” destinadas a reem-
bolsar las obligaciones de servicio público
impuestas a las empresas de transporte, ex-
ceptuando de esta manera la aplicación de
la regla de la incompatibilidad establecida
por el Tratado (art. 87.1).

En rigor, sin embargo, conviene adver-
tir que esta afirmación incurre en un error.
La razón que nos lleva a emitir tal opinión
es que la financiación vinculada al cumpli-
miento de obligaciones especiales de servicio
esencial, como ya hemos explicado, venga
o no “pactada” a través de un contrato, se
destina a compensar los costes de los ope-
radores en el marco de una cierta colabo-
ración financiera con el fin de restablecer
la situación concurrencial, es decir, en suma,

tiene un claro efecto devolutivo56. Y uno de
los elementos definitorios más importantes
de las ayudas públicas en general es preci-
samente la ausencia de onerosidad, esto es,
la carencia de contrapartida o de efecto
devolutivo57.

A lo sumo, podríamos considerar que la
financiación de la que aquí hablamos cons-
tituye una ayuda indirecta en favor de los
potenciales usuarios de los servicios corres-
pondientes. Pero nos situamos con esta
consideración en otro contexto. La relación
que aquí nos ocupa –esto es, la que vincula
al operador gravado por la obligación espe-
cial de servicio esencial con la propia Ad-
ministración– no puede tener naturaleza
subvencional, ni puede integrarse de ningu-
na manera en la dinámica propia de las téc-
nicas administrativas dispensadoras.

Ahora bien, basándonos en la jurispru-
dencia comunitaria más reciente (en parti-
cular, por ejemplo, en las sentencias del TJCE

Ferring de 22 de noviembre de 2001 y
Altmark Trans y Regierungspräsidium Magdeburg
de 24 de julio de 2003), hemos de precisar
que si la aportación económica vinculada al
cumplimiento de la obligación especial de
servicio público no sólo compensa la carga
correspondiente58, sino que va más allá, en
el sentido en que la ventaja concedida al
operador excede del coste generado por la
prestación de la obligación, entonces, en
este caso, puede considerarse sin lugar a
dudas como una ayuda pública, lo que im-
plica que su atribución u otorgamiento ten-
ga que someterse ratione materiae a las reglas
específicamente previstas para tales cir-
cunstancias, es decir, en particular, a los man-
datos del Tratado constitutivo de la
Comunidad Europea (arts. 87 a 89). Todo
ello responde a una evidente lógica: si la
aportación económica reúne las caracterís-
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ticas antes mencionadas, proporciona una
ventaja concurrencial efectiva a su benefi-
ciario, una ventaja susceptible de falsear la
competencia.

1 Vid. en tal sentido, J. L. MARTÍNEZ LÓPEZ-
MUÑIZ (2000). “En torno a la nueva regula-
ción de los servicios esenciales económicos
en red (a propósito de la nueva Ley general
de telecomunicaciones y su sistema concep-
tual)”, en El derecho administrativo en el umbral del
siglo XXI. Homenaje al Profesor Dr. D. Ramón Mar-
tín Mateo, F. SOSA WAGNER (ed.), vol. III, Va-
lencia, Edit. Tirant lo blanch, p. 2823. S.
MARTÍN-RETORTILLO BAQUER (1999). (“Prólo-
go” a la obra de J. M. NEBREDA PÉREZ. Distri-
bución eléctrica. Concurrencia de disciplinas jurídicas,
Madrid, Edit. Civitas) ha destacado en esta
línea que “es el mercado el primero que ne-
cesita del Estado. Y necesita de un Estado
[...] eficaz. El testimonio de Popper es al res-
pecto por demás ilustrativo [...] al advertir
que [...] no existe mercado sin intervención
del Estado” (p. 29). Vid. también, por ejem-
plo, L. PAREJO ALFONSO (2000). “El Estado
Social y la Administración prestacional”, en
Revista Vasca de Administración Pública, n.º 57, p.
21.

2 Para una definición de los servicios esencia-
les (con especial referencia a los económicos
en red), vid. M. Y. FERNÁNDEZ GARCÍA (2003).
Estatuto jurídico de los servicios esenciales económi-
cos en red, Madrid, Buenos Aires, Edit. Inap,
Ciudad Argentina, pp. 151 y ss.

3 Así se definen, como veremos más adelante,
las obligaciones generales de servicio esen-
cial. Para más detalles, vid. FERNÁNDEZ GARCÍA

(2003). Estatuto..., cit., pp. 501 y ss.
4 Esta definición se acepta pacíficamente por

la casi unanimidad de la doctrina. Vid. entre
otros, M. DEBÈNE y O. RAYMUNDIE (1996).
“Sur le service universel: renouveau du
service public ou nouvelle mystification”, en
Actualité Juridique Droit Administratif, n.º 3, p.
186; J. C. LAGUNA DE PAZ (2002). “Nuevo
marco jurídico de las actividades liberaliza-
das”, en Nuevas perspectivas del régimen local (Es-
tudios en Homenaje al Profesor José Mª
Boquera Oliver), J. M. BAÑO LEÓN y J.
CLIMENT BARBERÁ (eds.), Valencia, Edit. Tirant
lo blanch, p. 1415; I. DE LOS MOZOS TOUYA

(2000). “Obligaciones especiales de servicio
público en el transporte rural”, en Revista de
Estudios de la Administración Local y Autonómica,
n.º 282, pp. 125 y ss.; O. DUPERÓN (2000).
“Desserte aérienne du territoire et service

public. L’évolution du dispositif français”, en
Actualité Juridique Droit Administratif, n.º 11, pp.
873 y 874. Diversos textos normativos reco-
gen también dicha delimitación conceptual.
Vid. por ejemplo, el artículo 2.4 del Regla-
mento (CEE) 3577/92, del Consejo, de 7 de
diciembre, por el que se aplica el principio
de libre prestación de servicios a los trans-
portes marítimos dentro de los Estados miem-
bros (cabotaje marítimo); el artículo 2.o) del
Reglamento (CEE) 2408/1992, del Consejo,
de 23 de julio de 1998, relativo al acceso de
las compañías aéreas de la Comunidad a las
rutas aéreas intracomunitarias; etc.

5 Vid. MARTÍNEZ LÓPEZ-MUÑIZ (2000). “En tor-
no...”, cit., p. 2812. Como es evidente, esta
denominación no responde al hecho de que
dichas obligaciones tengan que establecerse
necesariamente en el marco de un servicio
público stricto sensu.

6 No vamos a reiterar aquí los datos ya sobra-
damente conocidos que sitúan el origen de
las obligaciones de servicio esencial en el
Derecho británico, norteamericano o francés
y en el Tratado de la Comunidad Europea
(art. 73) y que describen la evolución de di-
cha técnica. Preferimos remitirnos a los tra-
bajos que se detienen en estos aspectos.  Vid.
por ejemplo, MARTÍNEZ LÓPEZ-MUÑIZ (2000).
“En torno...”, cit., pp. 2810 y 2811.  Vid. tam-
bién, J. J. MONTERO PASCUAL (1996). “Titula-
ridad privada de los servicios de interés
general. Orígenes de la regulación económi-
ca de servicio público en los Estados Unidos.
El caso de las telecomunicaciones”, en Revis-
ta Española de Derecho Administrativo, n.º 92, pp.
574 y ss.; J. M. SOUVIRÓN MORENILLA (1998).
La actividad de la Administración y el servicio pú-
blico, Granada, Edit. Comares, pp. 585 y ss.

7 Vid. S. MUÑOZ MACHADO (1998). Servicio pú-
blico y mercado. Fundamentos, vol. I, Madrid,
Edit. Civitas, p. 320.

8 Vid. sobre este aspecto, J. L. MARTÍNEZ LÓPEZ-
MUÑIZ (1997). “La regulación económica en
España”, en El nuevo servicio público, Madrid,
Edit. Marcial Pons, p. 249. ÍD. (1999), “Nue-
vo sistema conceptual”, en Privatización y li-
beralización de servicios, G. ARIÑO ORTIZ (ed.),
Anuario de la Facultad de Derecho de la
Universidad Autónoma de Madrid, n.º 3,
Madrid, Ed. UAM-BOE, p. 151. Vid. también,
J. C. LAGUNA DE PAZ (1995). “Liberalización
y neorregulación de las telecomunicaciones
en el Derecho comunitario”, en Revista Espa-
ñola de Derecho Administrativo, n.º 88, p. 506.

9 Vid. sobre estos errores, MARTÍNEZ LÓPEZ-
MUÑIZ (1997). “La regulación...”, cit., p. 250.
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ÍD. (1999), vid. “Nuevo sistema...”, cit., pp.
149 y ss. También es frecuente encontrar
confusiones en la literatura jurídico-adminis-
trativa entre las obligaciones generales y las
obligaciones especiales de servicio esencial.

10 Como ha subrayado MARTÍNEZ LÓPEZ-MUÑIZ

(2000). (“En torno...”, cit.), la especialidad de
este tipo de obligaciones “luce con toda evi-
dencia cuando [...] se imponen sólo a algu-
no o algunos de los titulares del mismo tipo
de derecho y no a todos” (p. 2818).

11 Vid. MARTÍNEZ LÓPEZ-MUÑIZ (2000), “En tor-
no...”, cit., p. 2817.

12 En efecto, así define el Tribunal Constitucio-
nal español los límites intrínsecos a los de-
rechos y libertades. Téngase en cuenta, entre
otras, la sentencia 5/1981, de 13 de febrero
(FJ 7.º).

13 A la luz de lo que antes hemos indicado, la
imposición de estos límites y condiciona-
mientos no debe generar derecho compensa-
torio alguno a favor de los sujetos gravados,
sino que, sobre la base de un cálculo de la
viabilidad económica de la gestión empresa-
rial del servicio de que se trate, se exige la
internalización de sus costes como una car-
ga social razonablemente compensadora del
beneficio económico obtenido. Vid. sobre
este aspecto, FERNÁNDEZ GARCÍA (2003), Es-
tatuto..., cit., p. 506.

14 Vid. MARTÍNEZ LÓPEZ-MUÑIZ (1997). “La re-
gulación...”, cit., p. 211.

15 Desde una perspectiva general, vid. por ejem-
plo, el artículo 4.º del Reglamento de desarro-
llo del Título III de la Ley General de
Telecomunicaciones en lo relativo al servicio
universal de telecomunicaciones, a las demás
obligaciones de servicio público y a las obli-
gaciones de carácter público en la prestación
de los servicios y en la explotación de las re-
des de telecomunicaciones, aprobado por el
Real Decreto 1736/1998, de 31 de julio. Tén-
gase presente también, el artículo 8.1 del Real
Decreto 1466/1997, de 19 de septiembre, por
el que se determina el régimen jurídico de las
líneas regulares de cabotaje marítimo y de las
navegaciones de interés público.

16 Vid. sobre estos principios, MARTÍNEZ LÓPEZ-
MUÑIZ (1997). “La regulación...”, cit., p. 210.
A nivel normativo, téngase presente el artí-
culo 6.2 del Reglamento de Servicios de las
Corporaciones Locales, aprobado por el De-
creto de 17 de junio de 1955. Vid. también
el artículo 4 del Reglamento de desarrollo del
Título III de la Ley General de Telecomuni-
caciones en lo relativo al servicio universal
de telecomunicaciones, a las demás obliga-

ciones de servicio público y a las obligacio-
nes de carácter público en la prestación de
los servicios y en la explotación de las redes
de telecomunicaciones, aprobado por el Real
Decreto 1736/1998, de 31 de julio.

17 Vid. MARTÍNEZ LÓPEZ-MUÑIZ (1997). “La re-
gulación...”, cit., p. 216. ÍD. (2000), vid. “En
torno...”, cit., p. 2800. Vid. también, J. A.
GARCÍA DE COCA (2001). “Notas sobre el ré-
gimen jurídico y financiero de las redes
transeuropeas”, en Revista del Derecho de las Te-
lecomunicaciones e Infraestructuras en Red, n.º 12,
pp. 62 y ss.

18 Vid. en el ámbito del transporte rural, el in-
teresante trabajo de DE LOS MOZOS TOUYA

(2000). “Obligaciones...”, cit., pp. 131 y ss.
19 Vid. el artículo 20 del Reglamento de desa-

rrollo del Título III de la Ley General de Te-
lecomunicaciones en lo relativo al servicio
universal de telecomunicaciones, a las demás
obligaciones de servicio público y a las obli-
gaciones de carácter público en la prestación
de los servicios y en la explotación de las
redes de telecomunicaciones, aprobado por el
Real Decreto 1736/1998, de 31 de julio. En
el ordenamiento autonómico, vid. por ejem-
plo, el artículo 4.3 de la Ley 11/1997, de 2
de diciembre, de regulación del sector eléc-
trico canario. En el ordenamiento comunita-
rio, vid. el artículo 4.1.a) del Reglamento
(CEE) 2408/92 del Consejo, de 23 de julio de
1992, relativo al acceso de las compañías
aéreas de la Comunidad a las rutas aéreas
intracomunitarias.

20 Vid. MARTÍNEZ LÓPEZ-MUÑIZ (1999). ”Nue-
vo...”, cit., p. 151.

21 “Comunes” en el sentido de “generalizadas” o
“difundidas”, no en el de ordinarias o norma-
les. En efecto, como ya hemos advertido, uno
de los elementos que sirven para distinguir
las obligaciones especiales de servicio esen-
cial de las obligaciones generales que se im-
ponen a los operadores es precisamente su
carácter extraordinario y especial.

22 En el mismo sector, vid. también el artículo
37 de la Ley 11/1998, de 24 de abril, Gene-
ral de Telecomunicaciones; los artículos 11 y
siguientes del Reglamento de desarrollo del
Título III de la Ley General de Telecomuni-
caciones en lo relativo al servicio universal
de telecomunicaciones, a las demás obliga-
ciones de servicio público y a las obligacio-
nes de carácter público en la prestación de
los servicios y en la explotación de las redes
de telecomunicaciones.

23 Vid. por ejemplo, el artículo 42 de la Ley 11/
1998, de 24 de abril, General de Telecomu-
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nicaciones; el artículo 83 de la Ley 27/1992,
de 24 de noviembre, de Puertos del Estado
y de la Marina Mercante; el artículo 22 de la
Ley 24/1998, de 13 de julio, del Servicio
Postal Universal y de Liberalización de los
Servicios Postales; etc. En el ordenamiento
comunitario, vid. el artículo 4.2 del Regla-
mento (CEE) 3577/92, del Consejo, de 7 de
diciembre de 1992, por el que se aplica el
principio de libre prestación de servicios a
los transportes marítimos dentro de los Esta-
dos miembros (cabotaje marítimo); los artí-
culos 2.o) y 4.1.a) del Reglamento (CEE)
2408/1992, del Consejo, de 23 de julio de
1998, relativo al acceso de las compañías
aéreas de la Comunidad a las rutas aéreas
intracomunitarias; el artículo 3.2 de la Direc-
tiva 96/92/CE del Parlamento Europeo y del
Consejo, de 19 de diciembre de 1996, sobre
normas comunes para el mercado interior de
la electricidad; el artículo 3.2 de la Directi-
va 98/30/CE del Parlamento Europeo y del
Consejo, de 22 de junio de 1998, sobre nor-
mas comunes para el mercado interior del gas
natural; etc.

24 Vid. G. ARIÑO ORTIZ (1997). “Sobre el signi-
ficado actual de la noción de servicio públi-
co y su régimen jurídico (hacia un nuevo
modelo de regulación), en El nuevo servicio pú-
blico, Madrid, Edit. Marcial Pons, p. 33.

25 En el ordenamiento comunitario, vid. por
ejemplo, el artículo 4.2 del Reglamento (CEE)
3577/92, del Consejo, de 7 de diciembre, por
el que se aplica el principio de libre presta-
ción de servicios a los transportes marítimos
dentro de los Estados miembros (cabotaje
marítimo).

26 Vid. por ejemplo, en el ordenamiento comu-
nitario, el artículo 1.º del Reglamento 1191/
69 (de acuerdo con la redacción introducida
por la reforma del Reglamento CEE n.º 1893/
1991, de 20 de junio) relativo a la acción de
los Estados miembros en materia de obliga-
ciones inherentes a la noción de servicio
público en el sector de los transportes por fe-
rrocarril, por carretera y por vía navegable.
Esta norma restringe la posibilidad de impo-
sición unilateral de servicios urbanos, de cer-
canía o regionales de viajeros. En materia de
transporte terrestre de mercancías, el cauce
contractual será el único legítimo.

27 Vid. por ejemplo, el artículo 4.º del Reglamen-
to (CEE) 3577/92, de 7 de diciembre de 1992.
En él se establece que “los Estados miembros
podrán celebrar contratos de servicio público
o imponer obligaciones de servicio público,
como condición para la prestación de servicios

de cabotaje, a las compañías marítimas que
efectúen servicios regulares con destino u ori-
gen en islas y entre islas“. El artículo 2.3 de
la norma citada entiende por “contrato de ser-
vicio público” “el contrato celebrado entre las
autoridades competentes de un Estado miem-
bro y un armador comunitario a fin de ofre-
cer al público servicios de transporte
suficientes“, que podrá comprender en parti-
cular “servicios de transporte que cumplan
normas establecidas de continuidad, regulari-
dad, capacidad y calidad, servicios de trans-
porte complementario, servicios de transporte
a precios y condiciones específicos, en espe-
cial para determinadas categorías de viajeros
o para determinadas conexiones, y adaptacio-
nes de los servicios a las necesidades reales“.
Vid. también, el artículo 1.º del Reglamento
(CEE) 1191/69 relativo a la acción de los Esta-
dos miembros en materia de obligaciones in-
herentes a la noción de servicio público en el
sector de los transportes por ferrocarril, por
carretera y por vía navegable.

28 Vid. en tal sentido, MARTÍNEZ LÓPEZ-MUÑIZ

(1997). “La regulación...”, p. 251.
29 Por ello se les aplica el Texto Refundido de

la Ley de Contratos de las Administraciones
Públicas aprobado por el Real Decreto Legis-
lativo 2/2000, de 16 de junio, en especial en
lo que se refiere al contrato de gestión de
servicios públicos (arts. 154 y ss.), aun si,
como aquí se indica, se trata de figuras con-
tractuales distintas. Ténganse en cuenta, so-
bre este aspecto, el artículo 35.3 y la
Disposición Adicional segunda de la Ley 11/
1998, de 24 de abril, General de Telecomu-
nicaciones. Vid. también, los artículos 2.º y
10.b) del Reglamento de desarrollo del Título
III de la Ley General de Telecomunicaciones
en lo relativo al servicio universal de teleco-
municaciones, a las demás obligaciones de
servicio público y a las obligaciones de ca-
rácter público en la prestación de los servi-
cios y en la explotación de las redes de
telecomunicaciones, aprobado por el Real
Decreto 1736/1998, de 31 de julio.

30 Vid. MARTÍNEZ LÓPEZ-MUÑIZ (1997). “La re-
gulación...”, cit., p. 252.

31 Vid. ibid., pp. 251 y 252.
32 Vid. ibid., loc. cit.
33 Sobre este tipo de contratos en el marco de

los servicios esenciales económicos en red,
vid. ibid., loc. cit.

34 Vid. por ejemplo, el artículo 10.b) del Regla-
mento de desarrollo del Título III de la Ley
General de Telecomunicaciones en lo relati-
vo al servicio universal de telecomunicacio-
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nes, a las demás obligaciones de servicio pú-
blico y a las obligaciones de carácter públi-
co en la prestación de los servicios y en la
explotación de las redes de telecomunicacio-
nes, aprobado por el Real Decreto 1736/
1998, de 31 de julio. En él se dispone que
“Dichas obligaciones integrarán el contenido
de la licencia individual, se incluirán como
anexo al documento que las formalice y de-
berán ser objeto de inscripción en el Regis-
tro Especial de Titulares de Licencias
Individuales“.

35 Vid. MARTÍNEZ LÓPEZ-MUÑIZ (1999). “Nue-
vo...”, cit., p. 151.

36 Vid. ibid., pp. 26 y 27.
37 Vid. MARTÍNEZ LÓPEZ-MUÑIZ (1997). “La re-

gulación...”, cit., p. 248.
38 Vid. por ejemplo, el artículo 24 de la Ley 24/

1998, de 13 de julio, del Servicio Postal
Universal y de Liberalización de los Servicios
Postales, en su remisión al artículo 19 de la
misma norma. Vid. en este ámbito, la Dispo-
sición adicional vigésimo primera de la Ley
14/2000, de 29 de diciembre, de medidas fis-
cales, administrativas y del orden social.

39 Los derechos exclusivos previstos por los pre-
ceptos mencionados en la nota anterior son
los siguientes:
a. El derecho al establecimiento de apartados
postales destinados a la entrega de corres-
pondencia, siempre que no incorporen servi-
cios liberalizados;
b. La preferencia de despacho en el control
aduanero de los envíos incluidos en el ámbi-
to de servicio postal universal;
c. La distribución de los sellos de Correos u
otros medios de franqueo, pudiendo realizar-
se la venta al por menor, a través de la red
pública o a través de terceros;
d. El derecho a la utilización exclusiva de la
denominación “Correos”, del término “Espa-
ña” o de cualquier otro signo que identifique
al operador al que se encomienda la presta-
ción del servicio postal universal o al carác-
ter de los servicios que, dentro de su ámbito,
éste preste.

40 Sobre las diversas fuentes de financiación de
los servicios públicos, vid. por ejemplo, V.
KARAYANNIS (2002). “Le service universel de
télécommunications en droit communautaire:
entre intervention publique et concurrence”,
en Cahiers de Droit Européen, n.º 3-4, pp. 355 ss.

41 Téngase en cuenta, por ejemplo, el artículo
34.1 del Reglamento de desarrollo del Títu-
lo III de la Ley General de Telecomunicacio-
nes en lo relativo al servicio universal de
telecomunicaciones, a las demás obligaciones

de servicio público y a las obligaciones de
carácter público en la prestación de los ser-
vicios y en la explotación de las redes de te-
lecomunicaciones, aprobado por el Real
Decreto 1736/1998, de 31 de julio. Vid. tam-
bién, el artículo 27 de la Ley 24/1998, de 13
de julio, del Servicio Postal Universal y de
Liberalización de los Servicios Postales. En
el ordenamiento comunitario, vid. el artícu-
lo 13 de la Directiva 2002/22/CE del Parla-
mento Europeo y del Consejo, de 7 de
marzo, relativa al servicio universal y los de-
rechos de los usuarios en relación con las
redes y los servicios de comunicaciones elec-
trónicas.

42 Puede tratarse también de otros operadores
cuando la imposición de la obligación de ser-
vicio esencial persigue la finalidad de facili-
tarles el acceso a una red.

43 Se trata de la modalidad de financiación
adoptada, por ejemplo, por el artículo 39.2
de la Ley 11/1998, de 24 de abril, General
de Telecomunicaciones. Dicho precepto es-
tablece que “el coste neto de la financiación
de la obligación de prestación del servicio
universal, será soportado por todos los ope-
radores que exploten las redes públicas de
telecomunicaciones y por los prestadores de
los servicios telefónicos disponibles al públi-
co”. Conviene resaltar que el artículo 39.3 de
la norma citada establece la posibilidad de
sustituir este mecanismo por otro más ele-
mental de compensación directa entre ope-
radores.

44 Téngase presente, por ejemplo, el artículo 6.º
de la Directiva 2002/17/CE de la Comisión,
de 16 de septiembre de 2002, relativa a la
competencia en los mercados de redes y ser-
vicios de comunicaciones electrónicas. Sobre
las reglas esenciales del deber de financiación
y, sobre todo, sobre los parámetros de repar-
to entre los diversos operadores, ténganse
presentes, por ejemplo, los artículos 31 y si-
guientes del Reglamento de desarrollo del
Título III de la Ley General de Telecomuni-
caciones en lo relativo al servicio universal
de telecomunicaciones, a las demás obliga-
ciones de servicio público y a las obligacio-
nes de carácter público en la prestación de
los servicios y en la explotación de las redes
de telecomunicaciones, aprobado por el Real
Decreto 1736/1998, de 31 de julio.

45 Vid. el artículo 33 de la Ley 24/1998, de 13
de julio, del Servicio Postal Universal y de
Liberalización de los Servicios Postales.

46 Vid. MARTÍNEZ LÓPEZ-MUÑIZ (2000). “En tor-
no...”, cit., pp. 27 y 28.
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47 Vid. por ejemplo, los artículos 27.c) y 28 de
la Ley 24/1998, de 13 de julio, del Servicio
Postal Universal y de Liberalización de los
Servicios Postales.

48 Vid. sobre este Fondo (su papel, mecanismos
de depósito, inversiones permitidas, etc.), el
artículo 26.1 de la Ley 24/1998, de 13 de
julio, del Servicio Postal Universal y de Li-
beralización de los Servicios Postales.

49 Ténganse presentes, en relación con dicho
Fondo, el artículo 39 de la Ley 11/1998, de
24 de abril, General de Telecomunicaciones,
y el artículo 33 del Reglamento de desarro-
llo del Título III de la Ley General de Tele-
comunicaciones en lo relativo al servicio
universal de telecomunicaciones, a las demás
obligaciones de servicio público y a las obli-
gaciones de carácter público en la prestación
de los servicios y en la explotación de las
redes de telecomunicaciones, aprobado por el
Real Decreto 1736/1998, de 31 de julio.

50 En el ámbito de las telecomunicaciones, por
ejemplo, se trata de la Comisión del Merca-
do de las Telecomunicaciones.

51 Vid. por ejemplo, el artículo 39.1 de la Ley
11/1998, de 24 de abril, General de Teleco-
municaciones, donde se establece que “La
Comisión del Mercado de las Telecomunica-
ciones determinará si la obligación de la pres-
tación del servicio universal implica una
desventaja competitiva o no, para los opera-
dores que la lleven a cabo. En el primer su-
puesto, se establecerán y harán públicos los
mecanismos para distribuir entre los opera-
dores el coste neto de dicha prestación (...)“.

52 Vid. por ejemplo, el artículo 39.1 de la Ley 11/
1998, de 24 de abril, General de Telecomuni-
caciones. Para más detalles sobre los diversos
componentes del coste neto de la realización
de la prestación impuesta, ténganse presentes
los artículos 23 y siguientes del Reglamento
de desarrollo del Título III de la Ley General
de Telecomunicaciones en lo relativo al servi-
cio universal de telecomunicaciones, a las de-
más obligaciones de servicio público y a las
obligaciones de carácter público en la presta-
ción de los servicios y en la explotación de las
redes de telecomunicaciones, aprobado por el
Real Decreto 1736/1998, de 31 de julio. Vid.
también el artículo 12 de la Directiva 2002/
22/CE del Parlamento Europeo y del Conse-
jo, de 7 de marzo, relativa al servicio univer-
sal y los derechos de los usuarios en relación
con las redes y los servicios de comunicacio-
nes electrónicas.

53 Vid. por ejemplo, el artículo 3.2 del Regla-
mento de desarrollo del Título III de la Ley

General de Telecomunicaciones en lo relati-
vo al servicio universal de telecomunicacio-
nes, a las demás obligaciones de servicio
público y a las obligaciones de carácter pú-
blico en la prestación de los servicios y en
la explotación de las redes de telecomunica-
ciones, aprobado por el Real Decreto 1736/
1998, de 31 de julio.

54 Vid. por ejemplo, el artículo 31.1 del Regla-
mento de desarrollo del Título III de la Ley
General de Telecomunicaciones en lo relati-
vo al servicio universal de telecomunicacio-
nes, a las demás obligaciones de servicio
público y a las obligaciones de carácter pú-
blico en la prestación de los servicios y en
la explotación de las redes de telecomunica-
ciones, aprobado por el Real Decreto 1736/
1998, de 31 de julio. A los efectos de permi-
tir a la Administración saber cuándo se dan
las circunstancias aquí aludidas, el ordena-
miento impone a los operadores que asumen
obligaciones de servicio esencial la carga de
formular anualmente una declaración del cos-
te neto de dichas obligaciones. Vid. a este
respecto, el artículo 30 de la norma aquí ci-
tada.

55 Hasta pronunciamientos recientes (vid. las
Sentencias del TJCE relativas a los asuntos
Ferring y Altmark Trans y Regierungspräsidium
Magdeburg, citadas más adelante), la jurispru-
dencia comunitaria parecía confirmar dicho
planteamiento.

56 Como explica G. FERNÁNDEZ FARRERES (1983).
(La subvención: concepto y régimen jurídico, Ma-
drid, Instituto de Estudios Fiscales, pp. 191
y ss.), no se puede hablar de ayuda pública
en sentido estricto (de subvención, para este
autor) cuando existen fórmulas de colabora-
ción financiera entre la Administración y los
gestores de servicios públicos, ya que tales
fórmulas vienen a compensar costes o a ga-
rantizar el equilibrio económico de la rela-
ción.

57 Sobre ello hay acuerdo doctrinal casi unáni-
me. Vid. por todos, J. L. MARTÍNEZ LÓPEZ-
MUÑIZ (1989). “La actividad administrativa
dispensadora de ayudas y recompensas: una
alternativa conceptual al fomento en la teo-
ría de los modos de acción de la Administra-
ción Pública”, en Libro Homenaje al Profesor
Villar Palasí, Madrid, Edit. Civitas, pp. 762 y
763.

58 Como se indica en la nota 55 y como se de-
duce en sentido contrario del texto, dichas
Sentencias descartan la consideración de ayu-
da pública cuando la aportación financiera se
limita a hacer efectiva esta compensación.
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